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MAGISTRADO PONENTE: ABEL AUGUSTO ZAMORANO

REPÚBLIGA DE PANAMÁ

ónceNo JUDtctAL
CORTE SUPREMA DE JUSTIGIA

PLENO

Panamá, tres (3) de febrero de dos mil diecisiete (2017).

VISTOS:

El Licenciado Rogelio Cruz Ríos, actuando en su propio nom

solicitado al Pfeno de la Corte Suprema de Justicia que decl la

Inconstitucionalidad de la primera oración del segundo párrafo, del Artícu 470

del Código Procesal Penal.

Por admitida la presente demanda de Inconstitucionalidad, se

resolver el fondo de la pretensión constitucional formulada.
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I. ACTO ACUSADO DE INCONSTITUCIONAL

La disposición legal acusada de inconstitucional es la primera o

contenida en el segundo párrafo del artículo 47A del Código Procesal

cuyo texto, es del tenor siguiente:

"El Fiscal designado dispondrá de un plazo de
hasta dos meses calendario para examinar la
documentación e investigar los hechos objeto de
la denuncia o querella presentada contra el
Presidente."



II. HECHOS EN LOS QUE SE FUNDAMENTA LA
DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES QUE SE ESTIMAN

¡-
Señala el activador constitucional que el artículo 470 del Códíln'

Penal se encuentra dentro de los artículos establecidos para regular el

contra el Presidente de la República.

Manifiesta que el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, iante

Sentencia de 19 de noviembre de 2015, dectaró inconstitucional el artícul 491-A

del Código Procesal Penal, el cual disponía que el plazo para i

Diputado era de dos meses, porque según él se señaló en la Sentenci , que

para

en el

dicho plazo corto "no satisface el deber estatal de permitir los espaci

proceso ni el derecho de defensa de los posibles investigados, por el no,
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investigar delitos, ni garantizaba el debido proceso de los intervinie

los limita, restringe e imposibilita... "

Que dicho artículo dispone un plazo de dos (2) meses para que el

investigue al Presidente de la República, lo cual viola el artículo Zz

dicho plazo no le permite al Presidente de la República, por lo breve del

el ejercicio de todas las garantías judiciales establecidas para su defensa.

También oonsidera violado el artículo 32 de ta Constitución Políti

medida en que la norma legal acusada como inconstitucional, no

investigado por la brevedad del plazo de investigación, el debido

consiguiente derecho a la defensa.

Finalmente, considera violado el artículo 220 de Ia Carta Mag

concepto de violación directa por acción (sic), porque el plazo tan breve

(2) meses, no permite al investigador llevar a cabo una investigación

lo cual se traduce en impunidad.

III.. OPINIÓN DE LA PROCURADURíE OE LAADMINISTRACIÓN

Mediante Vista No.365 de 11 de abril de 2016, la Procuraduría

Constitución Política, €h concepto de violación directa, en la medida que
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Administración solicitó al Pleno de esta Corporación de Justicia que -dÉ

la oración atacada dentro del artícuto 47A del Código Procesal Pe

inconstitucional.

Señala que los artículos 280, 281 y 481 del Código Procesal Penal,

establecen que uno de los efectos de la formulación de imputación es ,a
partir de esa audiencia comienzan a contarse los plazos de la se de

investigación, previstos en los artículos 291 y 292 de la misma excerta leg

Bajo este contexto, resulta evidente, a su entender, que el artículo 70 del

de laCódigo Procesal Penal, viola el articulo 32 de la Constitución Políti

República, porque establece un procedimiento especial que vulnera el

la defensa, cuando dice que el Fiscal dispondrá de un plazo de hasta

meses calendario para examinar la documentación e investigar los

os (2)

objeto de la denuncia o querella presentada contra el Presidente, mi que

fos artículos 291 y 292 indican que en los procesos comunes u ordin ios, el

Ministerio Público, a partir de la formulación de imputación debe concluir

petición, se entenderá que el Fiscal se acoge al plazo ordinario para utr su

investigación; por lo gue, concuerda con lo plasmado por la Corte Su ade

Justicia en Sentencia de 19 de noviembre de 2015, que declaró inconsti

de investigación en un plazo máximo de seis (6) meses, v que a falta

el plazo de dos (2) meses, al que se refería el artículo 491-Ade ta Ley N

28 de agosto de 2008; Que adopta el Código Procesal Penal, adicionado

artículo 5 de la Ley No.55 de 21 de septiembre de 2012, que tenía a la

Suprema de Justicia como Tribunal de única instancia para investigar

miembros de la Asamblea Nacional, ya que restringe en determ

circunstancias, la posibilidad que el investigado pueda defe

efectivamente.

Estima que la oración contenida en el articulo 47A del Código P

Penal en estudio, le restringe al Presidente de la República su de

hacerse parte, a tener acceso at expediente, a conocer claramente los

hos
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esta

cional
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por el
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a los



que se le imputan, las disposiciones jurídicas que los fundampnta

a que éstas se evacúen, a presentar alegato y a ser notificado de la

adoptada. De allí que estima que, la oración atacada también vulnera el rtículo

22 del Estatuto Fundamental, relativo al principio de presunción de i ncla,

por incurrirse en la restricción al derecho a la defensa.

Finalmente señaló que se viola el artículo 22A numeral 4,

Ii

Constitución Política, porque como dijo la Corte Suprema de Just ta en

FiscalSentencia de 19 de noviembre de 2015, "se afecta la posibilidad que ef

pueda conducir adecuadamente su investigación", es decir, limita las fa Itades

atribuidas a dicho funcionario, pues, le impide efectuar una investigación ija,

en un plazo oportuno, con la finalidad de allegarse a la verdad material. otro

ala

esta

lado el artículo 163 de la Constitución Política establece que "es prohibi

Asamblea Nacional: 1. Expedir leyes que contraríen la letra o el espíritu

Constitución."

IV.. FASE DE ALEGATOS

De conformidqd con el artículo 2564 del Código Judicial, el

negocio constitucional se f¡jó en lista por el término de ley, para q

persona interesada hiciera uso del derecho de argumentación, y ven oel

término, el Licenciado ROGELIO CRUZ RÍOS, presentó escrito de atos,

lidadseñalando que lo fundamental que justifica la declaratoria de Inconstit

es el articulo I de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de la

OEA (sic), que como lo ha reconocido la Corte Suprema de Justicia, es p del

bloque de constitucionalidad, y consagra una serie de derechos que toda

persona inculpada de delito, entre elfos, el derecho a contar con el ti y con

veríalos medios adecuados para la preparación de la defensa, que se

conculcado por el corto plazo de investigación que consagra el referido a

de la

toda

470, que además no tiene en cuenta la fecha de formulación de ca

ículo
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imputación que necesariamente debe celebrarse durante

investigación.

oído con las debidas garantías y dentro de un tiempo razonable por

natural que lo juzga.

Señala finalmente que, la Corte Suprema de Justicia debe ej

oficio no sólo el control de constitucionalidad, sino también el co

convencionalidad y declarar como violatorio de la Constitución Política

Convención Americana normas legales que violan esas normas de

jerarquía.

V.- CONSIDERACIONES DE LA CORTE

investigado por la comisión de un supuesto delito.

En efecto, el demandante ha indicado que la oración inserta en la

que los fundamentafl, ? ser escuchado, a ser informado de los medios

defensa, a presentar pruebas, a que éstas se evacúen, a presentar ale

ser notificado de la decisión adoptada.

ít'lüe

a ser

Juez

ex

de

de la
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Si en el procedimiento ordinario el plazo de investigación es de is (6)

meses, contados a partir de la formulación de la imputación, es obvio ue en

este procedimiento especial, el plazo de dos (2) meses, resulta insuficie para

el Presidente de la República, inculpado de delito para que pueda contar con el

tiempo y Ias condiciones para la preparación de su defensa, para que p

\./

Una vez revisados los argumentos en los que se fundamenta el r

constitucional para solicitar la declaratoria de Inconstitucionalidad de la p era

oración del segundb párrafo del artículo 470 del Código Procesat l, el

sinPleno de la Corte procede a resolver lo que en derecho corresponde,

antes aclarar que se trata de una norma adjetiva que según denuncia

interés procesal del Presidente de la República cuando se encuentra iendo

el

orma

su

legal atacada restringe el derecho a hacerse parte, a tener acceso al iente,

a conocer claramente los hechos que se le imputan, a las disposiciones ju icas

ya
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observa esta Corporación de Justicia que la oración atacdfa
l

artículo 470 del Código Procesal Penat, €s una prerrogativa 
'que

término de la investigación para el Presidente de la República.

De la lectura del artículo 470 del Codigo Procesal Penal da cuenta que el

Fiscalmismo fija el plazo del término de la investigación al cual debe ceñirse el

en las investigaciones en las que se vincule al Presidente de la Repúbl ,ala

posible comisión de un hecho punible en dos (2) meses, a partir de su ini

Este término del artículo 470 del Código Procesal Penal, difiere del n

que salvo en el caso de delitos complejos, establece el canon del artícu 291

del Código Procesal Penal, el cual precisa que el Ministerio Público a pa de la

formulación de imputación, deba concluir la fase de investigación en un plazo

de seis meses.

Desde la entrada en vigencia del Código de Procedimiento enal,

ocurrida el 2 de septiembre de 2011, rige para el artículo 470, el término

.i:

competencia del Pleno de la Corte Suprema de Justicia, lo que a n

consideración trae como consecuencia dos situaciones: afecta la posibil ad de

que el Fiscal pueda conducir adecuadamente su investigación; y restri ,efl

determinadas circunstancias la posibilidad de que el Presidente q

(2) meses de la investigación en los procesos especiales que

sometido a una investigacion pueda defenderse efectivamente; lo cuat a

y 220 numeral 4.

En cuanto al primer supuesto, es decir, la afectación que

Penal, que señala que el Ministerio Público tiene el deber de prom

e dos

nde

es

stro

e

al

la

criterio violenta las normas constitucionales, específicamente los artículos 2,32

ocasionársele al Fiscal durante su investigación, es necesario señalar ue el

artículo 220 numeral 4 constitucional, deja en manos del Ministerio Púb ico la

responsabilidad de investigar o perseguir los delitos. Dicha responsa ilidad

constitucional se encuentra desarrollada en el articulo 276 del Código

investigación de los delitos perseguibles de oficio y de los promovi por
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querella, para lo cuat deberá valerse de cualquier elemento,'de

ajustado a los protocolos de actuación propios de las técnicas

forenses necesarias para esa finalidad.

A simple vista, este deber de perseguir el delito se ve interrumpid por el

ú

artículo 470 del Código Procesal Penal, en la medida que cuando se

una investigación contra el Presidente de la República, el Fiscal se ve ob

concluir la etapa de investigación en un plazo de apenas dos meses (2)

mientras que en una investigación común no tiene tal límite para la investi

Definitivamente, la oración atacada de inconstitucional, estab

tratamiento procesal riguroso para la figura presidencial sometida

investigación penal, por su sola condición de Presidente de la Repúblí

contraría los términos de investigación razonables que se han establecid

normas procesal, que no sólo desfavorece al investigado, sino que

aceptarse que no haya igualdad de oportunidades para las perso

momento de ser juzgados.

posibilidad de que el Presidente que sea sometido a una investigación

pueda defenderse efectivamente, resulta oportuno, citar el artículo 22

Constitución Politica, que consagra el derecho de defensa:

"Artículo 22. Las personas acusadas de haber
cometido un delito tienen derecho a que se presuma

de

ado a

una

, que

en la

uede

,al

nal,

)n.

un

conducir a la impunidad por la incapacidad del Agente de Instrucción de

con esos plazos para completar su investigación.

umplir

Bajo este marco de ideas, consideramos que el término de dos (2)

establecido en la norma atacada de inconstitucional afecta la posibilidad que

delel Fiscal pueda conducir adecuadamente su investigación, cuando se

Presidente de la República, pues desconoce las realidades de una ación

penal, que afecta el deber del Fiscal de investigar imparcial y minuci

las posibles violaciones a la ley penal; por lo que, consideramos que no uede

En cuanto a que este término restringe en determinadas circunstan as, la

de la
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artículo 4, y en el segudo párrafo del artículo 17 de la Constitución Políti , que

disponen:

l

su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad
en juicio público que le haya asegurado todas las
garantías establecidas para su defensa..."

Este derecho se encuentra igualmente tutelado por la Co

Americana de Derechos Humanos, como parte de la garantía del debido

y por el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos; instru

internacionales que se encuentran incorporados a nuestro S¡

Protección de Derechos Fundamentales, eh atención a lo dispuesto

"Artículo 4. La República de Panamá acata las
normas del Derecho Internacional.

ArtÍculo 17. Los derechos y garnatías que consagra
esta Constitución deben considerarse como mínimos
y no excluyentes de otros que incidan sobre los
derechos fundamentales y la dignidad humana."

Lo antes citado, nos permite concluir que las Autoridades están ob

"incidan sobre los derechos fundamentales y la dignidad humana."

El derecho a la defensa, al qqe se refiere el actor co

entendido también como ta oportunidad que se le brinda a toda

contar con el tiempo necesario y los medios adecuados para ejercer su d

ade

en el

adas

a tener como mínimos los derechos y garantías que consag ra la Constitu ión, y

a incluir como parte integrante de éstos, a otros derechos y garantí que

nal,

de

nsa

dentro de un proceso de cualquier índole, constituye una gara ade

trascendental importancia entre las garantías que conforman el debido p

Pero además, el derecho de defensa implica no sólo una obl para

la Autoridad, sino que también requiere de una actuación más din

constante de las partes, para ejercer sus derechos en las formas y ti pos

que establece la ley, que mientras tenga vigencia, resulta de obl o

cumplimiento, pues de eso se trata la democracia dentro de un Esta

v

Derecho, del respeto a las leyes; o bien, del ejer:cicio de los mecani

de
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remed¡os jurídicos establecidos para confrontarlas y eixcluirlas de-l orderii
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jurídico, en el caso en que no correspondan con los pl1incipios constitucio

Como dijimos, este derecho se encuentra conpagrado en la Co
i

Americana de los Derechos Humanos, pero también en la Declaracion U
I

de Derechos Humanos y en el Pacto Internacionál de Derechos Ci

meses, el investigado, puede preparar sus descargos, a fin de contar

nadie puede defenderse en un término que se aleja de lo razonabl

aceptable para este tipo de situaciones tan complejas como lo son las

penales.

Es importante señalar, que antes de que se incorpora

modificaciones al Código Procesal Penal, mediante la Ley N'63 de 28 de

de 2008, lo único que tenía el imputado era una prerrogativa por su carg

iento

les.

--.., L)

v

Políticos, todos suscritos por nuestro país, que garantiza a favor del acus do no

solo el reconocimiento del derecho de defensa técnica, sino el recon

de una defensa material consistente en: el derecho a ser oído, el de

conocer previa y detalladamente la acusación formulada en su

derecho a defenderse personalmente, y el derecho de ofrecer prue

descargo y a combatir las pruebas de cargo.

Al respecto el Comité de Derechos Humanos de la Organi

Naciones Unidas, señaló:

'El acusado debe contar con el tiempo y
facilidades adecuadas para la preparación de su
defensa y para comunicarse con el abogado de su
escogencia. El tiempo adecuado dependerá de las
circunstancias de cada caso, las facilidades deben
incluir acceso a documentos y otras evidencias que el
acusado requiera para preparar su caso, así como la
oportunidad de reunirse y comunicarse con u
abogado..."(ONU, Human Rights Committee, General
Comment N"13: Administration of Justice, 1984).

La pregunta que surge entonces es, si dentro del término de

toa

,gl

de

(2)

una

defensa efectiva. No hace falta entrar en mayores consideraciones de fondo

para encontrar que la respuesta a esta interrogante es sin duda neg pues

nte

, para
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ser juzgado por el Tribunal de mayor jerarquía, en un procedim'pnto
i

fase de investigación no se hacía una distinción respectq' 'del p

investigación común, lo cual favorecía por igual que la investigación se

cabo en un plazo corto y el derecho de defensa de la persona a la q

pretende atribuir un acto delictivo, siendo lo más cónsono que se res

dicho término, asegurando tanto la efectividad de la investigación rea

el Ministerio Púbfico, como los derechos del investigado.

4b

'ide.:...,

a

se le

lezca

por

En consecuencia, como quiera que la regulación de la fa de

investigación del proceso especial, que dispone la oración contenida en el

de la

para

artículo 470 del Código Procesal Penal para el juzgamiento del Presi

República, no satisface el deber constitucional de permitir los espaci

investigar los delitos, ni garantiza el debido proceso de los investigados, por el

dante

de la

contrario, los limita, restringe e imposibllita, el Pleno coincide con lo dema

en que se produce la infracción de los artículos 32, 22 y 220 numeral

Constitución Política, lo cual se procede decretar.

Ahora bien, conviene aclarar que esta decisión, que con que

deldesaparezca del mundo jurídico la oración contenida en el segundo pá

artículo 470 del Código Procesal Penal, no genera ningún vacío legal, ues la

norma aplicable en su defecto, es el contenido del artículo 481 del igo

Procesal Penal, en concordancia con el artículo 291 de la misma legal,

que transcribimos así:

"Artículo 481. Procedimiento. En los procesos
penales que conoce la Corte Suprema de Justicia
como Tribunal de única instancia, se seguirá el
procedimiento oral previsto en este.Código para los
procesos comunes u ordinarios.'f

"Artículo 291. Plazo de la fase de investigación. El
Ministerio Público, a partir de la formulación de
imputación, debe concluir la fase de investigación en
un plazo máximo de seis meses, salvo el supuesto
previsto en el artículo 502 de este Código.
Al concluir la investigación, el Fiscal deberá
comunicar el cierre de esta al imputado, a su
defensor y a la víctima y querellante si los hubiera.
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Ei incumplimiento de este ptazo acarreará la sanción
disciplinaria por parte . del superior jerárquico, sin
perjuicio de la responsabitida{ neng=l q que naya iug",
Pbr su prgcedgr." .r**::;.;,,

" rti,.¡
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iDCon lo anterior, se logra preservar princ¡piss-- ¡mpórtantes de este..-.'"
sistema procesal penal, como los de,,,*efbaóip, gcoflgrnía

" 
t' 

-'/'\'t 

'constitucionalización del proceso, justicia en tiempo' razonable '

defensa, entre otros.

Finalmente es preciso señalar que situación similar fue

Sentencia de 19 de noviembre de 2015, bajo la Ponencia del Magistrado H

De León Batista, en la,que se deolaró,inconstitucional el artículo 4g1-A de

No.55 del2012.

uevo

t,

de

ren

rnán

Ley

En mérito de lo expuesto,

administrando justicia en nombre
r. ., -t.',.. t -..

DEGLARA tNeoNsinfüGlON¡l-

segundo párrafo del artrículo 4TO

dice:

la Corte Suprema de

de la República y por

la primera oración
'.", ,. .,'. 

.,. 1. { t

Justicia

autoridad de

contenida

NO,

Ley,

el
,'r',''t ':

del Gódigo Procesal penal, qu'e a la letra

rüAilreñtüqe¡rt'É1.-ut#rÉ"El Fiscal designado dispondrá de un plazo de-*"-Esttonpn|L hasta dos ,meses calenáario para examinar la
,|o"yrentación e investigar los hechos objeto de

r*-#uncia o querelti presentada coñtra el
¿ . presidente.',
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